
TRIBUNAL SUPREMO, SALA IV

I. Administración: ¡0 ]_eíritimaoiúu para impugnar una resolución administrativa. l>i No
).c corresponde la interpretación de r.u convenio colectivo en caso de cerixlieto o CÍII-
tienda entre partes, individualizadas, e) No os competencia do las Pciegnciniirs <:t
Trabajo la interpretación de norma? ¡abúrales.—II. Clasificación profesional: n-. '•••?
eumnfc'ttieiF, <ic- la Administración las cuestiones de clasificación proíesioiMÜ sirUui
¿cnsu. b) Clasificación profesional que entraña la interpretación del contrato de tra-
bajo, no es tal clasificación, c) Funciones de categoría superior sin posibilidad de
ascenso. <1¡ Clasificación profesional y valoración :le. puesto de trabajo.--III. ConUa;¡y
de trabajo: a) No se extingue en caso de accidente del trabajador. b) 'Modificación
unilateral del contrato por cambio de jornada : Improcedencia, c) Modificación i.ít
las condiciones del contrato por «fnlta de trabajo».—IV. Convenios C-OUGÍÍVOS: m Ap'i-
caeión de un convenio colectivo al personal contratado por un Ayuntamiento : prorr •
dencia. h) ISntrada en vigor en norma de obligado cumplimiento, c) Imjjiíjínación í!e
resolución interpretativa ríe r.onnp. de obligado cumplimiento. &) I5?xto provi«i> na!
previo ¡> convenio colectivo : nuidmisibilidad. c) t,cKÍtimaci6n para impugnar nn
convenio colectivo.—V. Crisis: a) lis de apreciación discrecional por la autoriilaíi
laboral, b) Omisión de rtn iníorrne preceptivo.--VI. tnspcciiihi de Trabajo: ai Aet¡¡ ¿le
iníracción por descontar una íímpresa las cuotas de la Seguridad Social, bl Omisión
tl-e datos de trabajadores afectados, e) Omisión del segundo apellido en acta ür- in-
fracción, ü) Presunción <le certeza de las actas, e) Falta de depósito previo ui in
caníidad controvertida.—VII. Jurisdicción; a) Las reclamaciones sobre antigüedad son
competencia jurisdiccional b) Es competencia jurisdiccional la reclamación sobre
jornada que lleva aparejada diferencias económicas.-—VIII. Reglam&niaciim del Tra-
bajo: a) Creación dt- "ana categoría profesional ao prevista en la Reglamentar ¡¿a
por resolución de la Dirección General de Ordenación <íel Trabajo, b) Revisión
de tarifas de destajos.- -IX. Seguridad n YAgicne: a) Alcance de la obligación dei
empresario, b) Acta de infracción que incorpora juicios técnicos sobre olci:ie!]í"H
protectores de maquinaria.—X. .Seguridad Social: a) Cotización en situación de in-
capacidad laboral transitoria, b) Afiliación del personal al servicio del Concejo
Superior de Cámaras de Propiedad Urbana, o) Obligación de los Ayuntamientos 'Jf
pag'ar la cuota del régimen especial agrario.

I. ADMINISTRACIÓN

a) Legitimación para impugnar una resolución administrativa

»Una .Sección económica o social de un Sindicato no está legitimada por falta d*.

capacidad jurídica, qiiE sólo corresponde al Sindicato, y que al presidente tic ¡:n

Sindicato no puede recurrir sin autorización dt: la Junta Central, como tampoco /•"

es'.á la Sección social para recurrir contra resolución que afecta solamente a produc-

tores de una Empresa, los ouc podrán hacerlo por s! mismos.••, (Sentencia de i •-'••

abrí! di- iyy..;. Kef. Ar. :»/. ; 'i .7.16.)
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b) No le corresponde la interpretación de uv. convenio colectivo en caso
cíe conflicto o contienda entre partes, individualizadas

Butano. S. A., procede a una reorganización de su Empresa que afecta a! persona!
rit transportes y en virtud de ios artículos 55 y 57 del convenio colectivo, determina
que las vacantes de conductor que no se cubran voluntariamente, se cubrirán de medo
forjóse entre conductores per orden de menor a mayor antigüedad. La autoridad
"iboraí desestima las pretensiones de ios trabajadores, y el Tribunal Supremo revoca
las resoluciones administrativas en base a que -aunque el artículo 26, 1, del Regla-
mentó de 22 de julio de 1958, en relación con lo dispuesto en los párrafos a) y L>) del
número ;>. del artículo 71 del Decreto de 18 de febrero de 1960, atribuyen a la autoridad
laboral competencia para interpretar (...) ia.s cláusulas CIK un convenio colectivo que
oírezcr.n dudas respecto de su sentido, significación y alcance (...}, es claro que por
imperativo institucional, tal interpretación tiene carácter general, es decir, fija ei sen-
tido atribuible, en base de una interpretación cuasi auténtica, a una norma a efectos
cls lograr una aplicación uniforme, mas en ningún caso tal posibilidad ha de servir
pas'a sustituir a la jurisdicción labora! como única competente para causar y resolver
cié las contiendas que surjan de. los conflictos de trabajo, pues tal cometido le viene
atribuido con exclusividad por el artículo i.'° del texto refundido de Procedimiento
laboral, y que de. nuevo ratifica el artículo 18 da la ley de Convenio de ir> da di-
ciembre de ¡97-5». (Sentencia de 13 de febrero de 2974. Re£. Ai'. 1974/807; er. aná-
logo sentido, sentencia de 17 de enero de 1974. Ref. Ar. 1974/415.}

c) I\Tt> es competencia de las Delegaciones de Trabajo Ja interpretación

de normas laborales

La cuestión planteada se reduce a determinar si una actividad laboral qued;-. o rio
encuadrada en ei ámbito de una Reglamentación laboral. El Tribunal Supremo estima
Que «ni ¡a ley de 10 de noviembre de 1942 ni el Reglamento de 21 de diciembre de
1*HSi sobre las Delegaciones de Trabajo, atribuye a estos funcionarios la interpreta-
ción de las leyes laborales». (Sentencia de 4 de marzo de 1974. Ref. Ar. 1974/1.275.)

II. CLASIFICACIÓN PROFESIONAL

a) Hs competencia de la Administración las cuestiones
de cldsijicación profesional "striuto sensu"

Dice, el Tribunal Supremo que use reputa propia de la jurisdicción laboral ¡of con-
flictos individuales de. trabajo, de. suerte, que el excepcional sistema que permite, r. la
Administración entender de las clasificaciones laborales, ba de. limitarse a éstas stríctn
seiíjij, y no ampliar a ellas la competencia genérica y normal de los órganos de 1:Í
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jurisdicción laboraK. En consecuencia, revoca eí Tribunal Supremo las resoluciones
administrativas por cuanto a los trabajadores reclamantes no les corresponde la cate-
goría solicitada por no ser conforme con ¡as normas sobre ascensos, sin perjuicio de!
derecho a percibir la diferencia de sueldo de esa categoría superior-:. Cuestión esta
cié la cjue no puede conocer !a Administración, por ser competencia de ia Magistnv
tura correspondiente. (Sentencia de 22 de marzo de 1974. Reí. Ar. 1974 1.631.)

b) Clasificación profesional que ev.imr.a la interpretación cíe! contrato
de trabajo, na es tal clasificación

Una trabajadora con la categoría de oficial 3.' ve rebajada la misma a ¡a de peón al
ser absorbida la Hmpresa en que trabajaba por otra. Sometida la cuestión a la auto-
ridac! laboral, el Tribunal Supremo anula las resoluciones administrativas por estimar
que 5a contienda planteada aflicta a la interpretación de' contrato trabajo, y es, por
tanto, competencia jurisdiccional. (Sentencia de 9 de febrero de 1974. Rct. Aranzadi
1974/78:...)

c) V'imcioncs de categoría superior sin posibilidad del ascenso

Dice el Tribunal Supremo que usi bien es cierto el principio jurídico de orden
¡ahora!, que !a categoría viene determinada por la función que efectivamente se re.v
liza, no es menos cierto que el artículo i.'J de la Orden de JLÍ> de diciembre de 1941'
impone en todo caso el respeto a las normas sobre ascensos establecidas en la Regl.i'
mentación aplicables. (Sentencia de 1 de abril de 1974. Ref. Ar. 1974. 1.743; c n zn*'
logo sentido, sentencia de 30 de enero de 1974. Ref. Ar. 1974 yol, y sentencia de ?-'•
de diciembre de 1974. Ref. Ar. 1974/850.)

d) Clasificación profesional y valoración de puesto de Irabajo

Se estudian en esta sentencia tres demandas acumuladas. En la primera el trabajad"1'
reclama en sustancia una zona retributiva (dentro de una escala) distinta a la que se
le ría asignado, si bien reconoce su adecuada clasificación profesional, resolviendo si
Tribunal Supremo en el sentido de que tai reclamación es competencia jurisdiccional Y
na administrativa, En las otras dos demandas se debate si es o no adecuada Ia

valoración de los puestos de trabajo, sin entrar en las consecuencias salariales que «11"
lleva aparejadas. El Tribunal Supremo no niega la competencia de la Administración,
pero anula también las resoluciones de ésta, por no concurrir el requisito exigido *'n

el artículo 7.4 del convenio colectivo que autoriza la revisión cn el caso de variación
de las condiciones de trabajo en términos que afectaren los factores que sirviera'1

para hacerla. (Sentencia de 21 de marzo de 1^74. Ref. Ar. 1974 1.4^5.)
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III. C O N T R A T O DE TRABAJO

a) N'o se extingue en caso de accuU'r.te del trabajador

El í nbunal Supremo confirma la tesis cíe la Administración cj'je en resolución de

l.i De'egación General de Trabajo aprueba seta de infracción levantada ?. una Empresa

por dar de baja ai trabajador durante una incapacidad temporal por accidente. Estima

c! Tribunal Supremo que. dicho supuesto se inserta sn ei artículo 70 de ia ley de Con-

trato áf. trabajo. Además, a !a vista del artículo 60 de ia Reglamentación de 11 áe.

abril de 1946, para la construcción tendrá derecho también el trabajador al percibo

d? ¡ar, gratificaciones extraordinarias. (Sentencia de 21 cíe manió de 1974. Ref. Aran-

z.-.ci; 1974/1.428.)

h) ModifiCíicic}-! imúo.U'yál ch:l contrato por cdmltio de joYv.adix: impugnación

Se. solicita de la autoridad laboral, y ésta deniega, autorización para modificar la

jornada de parte del personal de una Empresa. Kl I nbuna! Supremo confirma la

t'.sis v'le ía Administración, cuyo apoyo jurídico radica en r-1 artículo 2." del Decreto

de :.(•> cié enero de 1944, que exige autorización administrativa para modificar las

comedones del contrato, fin que sea preciso que el cambio postulado constituya

una modificación sustancial del contrato laboral, sino cualquiera que se produzca».

Y elfo además por el principio tuitivo de respeto a las condiciones más beneficiosas,

que se entienden incorporadas al nexo labora! como derecho adquirido que ha de

mantenerse, según se deduce de! artículo 9." de La !ey de Contrato de. trabajo en

relación con e! artículo 36 cié la misma. (.Sentencia de 17 de enero de 1974. Ref. Araiv

zadi r<j74/4i(>.)

c) Modificación de las condiciones del contrato por "jaita de trabajo"

I.a autoridad laboral de instancia, declara a consulta del Jurado de Empresa que

'determinados trabajos no pueden considerarse incluidos como improductivos o tiempo

di-; ;-.spefa, debiendo por ello abonarse, con el incentivo correspondiente. En alzada

alega ía Kmpresa- que dichos trabajos han sido encomendados al personal pata no

mantenerle ocioso, abonándole el salario reglamentario de convenio, la antigüedad y

un denominado anticipo por incentivo que equivale aproximadamente al 75 por 100

de ía retribución obtenida en la ocupación habitúa!, dejando de abonar el incentivo

variable que premia ¡os incrementos de actividad. I,a Delegación (¡enera! de Trabajo

estima el recurso por «falta tle trabajo», declarando que dichas actividades, ajenas a

las suyas habituales deberán ser retribuidas en los términos del precitado artículo 19

<ÍRÍ convenio. Interpuesto recurso contencioso por ¡os trabajadores, el Tribunal Si:--

premo lo desestima.

267



JURISPRUDENCIA SOCIAL

Dice el Tribuna' Supremo c;ue I?, cuestión se ciñe a determinar si las tareas que
la Kmpresa encomendó a ¡os recurrentes se encuentran dentro de lo que la norma del
artículo 19 de! convenio denomina «falta de trabajo», aludiendo a coyuntura deficitaria
en la demanda de' producto empresarial, determinante de tiempos improductivas o de
espera para los cuales la obligación retributiva de ¡a Empresa está determinada y
calculada de iorma especia', y en la manera en que la Empresa !o hacía.

La actitud y preceder de la Empresa estima el Tribunal Supremo que es coherente
con los artículos 5.' y 8." del Decrete de. r.i de septiembre de 1961 y S, 11, 27 y 20
a! 36 de. la Orden de 8 de mayo de 1961. Esta normativa permite señalar -como pr:¡:-
apio rector áz la interpretación objeto de este recurso, que cuando en convenic
colectivo sindical, se regulan tiempos improductivos o de. espera, con disminución
para el trabajador de los incentivos asignados en régimen de funciones definidas come
habituales, habrá de presumirse la existencia de valoración compensatoria en las r e
íribuciones convenidas para la normal labor productiva, coyuíituralmcnte frenada pyr
causas no imputables a la Empresa, en cuya virtud bastará acreditar dicha aliem¿3cl
en punto a la causación del tiempo improductivo, y que la naturaleza de las tareas
subsidiarias incluye desnfectación respecto de un fin rentable en el sentido de directo
y corriente beneficio de la Empresa, para aplicar la re.stricción retributiva prevista ar.
el convenio, siempre cjufi la magnitud de aquellas causas no afecte a ¡liquidez y su»
pervivenci?. de la Kmpresa:). (Sentencia de 4 de marzo de 1974. Ref. Ar. 1974/1.776.)

¡V. CONVENIOS coi.itcTivos

a) Aplicación ds un convenio colectivo al personal contratado
por un Ayuntamiento: procedencia

Varios trabajadores ai servicio de las instalaciones deportivas del Ayuntamiento
de Madrid, solicitan y obtienen de la Administración, que se les aplique el convenio-
colectivo sindical para el grupo de deportes de Madrid. El Tribunal Supremo desestirn»"
el recursu contencioso interpuesto por el Ayuntamiento.

Ello porque, en principio, dada la naturaleza de los servicios prestados per lis
trabajadores, perfilan al Ayuntamiento como Empresa al amparo del artículo 5.0 cié
la ley de Contrato de trabajo. Alega no obstante el Ayuntamiento que en viríuó des
lo dispuesto en el artículo 4.0 de la ley de 20 de julio de 1963, el personal contratado
se regirá en materia de salario por el Decreto de salario mínimo de 17 de enero, de
1963, pudiendo los Ayuntamientos establecer retribuciones superiores, cuando normas
laborales así las establecen, pero sin que las mismas superen las previstas para ei per»
sonal funcionario que realice las mismas funciones. Acepta el Tribunal Supremo asta
tesis de inamplicabilidad de retribuciones superiores al personal contratado respecte;
del funcionario en el supuesto de que la retribución de. convenio exceda de la íijads
para el personal funcionario. Pero de ello 110 deduce la inaplicabüidad al persona!
contratado del convenio co'ectivo como norma jurídica, y ello en base a la doctri:1.:
fijada por el propio Tribunal, sepiií:; la cual !;; obligatoriedad de los convenios colee--
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si vos para los Ayuntamientos deriva ;io tanto de ¡a aplicación c!e! artículo 5.'' cíe !a

ley de Convenios de 24 da ahri! de 1958» cnanto cls lo dispuesto en el artículo 353

de la ley de Régimen local, según el cual .las Corporaciones locales cuidarán de cum*

pi;r especialmente respecto de sus empleados y obreros lo dispuesto en el Fuero de

los Españoles y en el del Trabajo, así como en las leyes y disposiciones sociales... ' .

(Sentencia d?. 18 de febrero de 197.;. Reí. Ar. 19741.155.)

b) F.ntradu. en i:»or de norma de nbhgiuio cumplimiento

La Sección económica impugna dos normas de obligado cumplimiento, una lie ií>
•Je- noviembre il?. 1967, notificada el ?i de. diciembre cíe. iy'-7, y la otra publicada e:i
el Boletín O. IJ. el 22 de enero de 1968. lil I ribunai Supremo estima el recurso.

Dice KSt?. Tribunal que lo primero a dilucidar es si ion dos, o una, las normas de
obligado cumplimiento habidas, pues ia publicada el xi. de enero de 1968 modificó
el artículo B.c de la notificada e.! 21 de diciembre de 1967, en el sentido de que los
salarios no entraron en vigor el mes siguiente a! de la fecha de aprobación (i(> de
noviembre de iQ<r<7), sino el día primero del mes de aprobación. Dice el Tribunal
Supremo que. estamos en presencia de una sola norma, si bien rectificada en mocío
sustantivo, por cuanto se cambia la ¡echa de entrada en vi¿or. Esta modificación es
de sumo interés, pues e.l Decreto-ley lí/íí", de. 27 de noviembre, determinaba que
los convenios (o normas de obligado cumplimiento) se prorrogarán hasta el 31 de di-
ciembre de 1968, salvo cuando, ya vencidos, su renovación haya sido tormaltnent?.
"•probada antes de 18 de noviembre de 1967.

Ante esta interesante problemática, el Tribunal Supremo estima ¡a improcedencia
Ce modificar la fecha de la entrada en vigor de la norma de obligado cumplimiento de
Ift de noviembre de 1967, estableciéndola en el 1 de noviembre de 1967, es decir,
antes de su aprobación. Y ello, porque a pesar de que el artículo 12 de la ley óc
Convenios colectivos establece que las partes podrán fijar la fecha de entrada en
vigor, en caso de retroacüvidad, de. acuerdo con la jurisprudencia (sentencia del Tri-
buna! Supremo de 28 de septiembre de 1968. R. 5.291) cilo será posible si no existe
íetraso de la Administración, o (21 de junio de 1963. Ref. 3.273) o sin que se
lesionen intereses legítimos de otras personas, o siempre que la retroactividad sea
favorable al interesado, circunstancia esta que se da (la de interesado) en ios em-
presarios recurrentes.

Ko ha lugar tampoco, dice el Tribuna! Supremo, a la reparación de daños solici-
tada per la Sección económica, por no haberse demostrado de modo palmario ¡a re.ali-
d'id de los daños causados. (Sentencia de ?< de marzo de 1574. Rt"i. Ar. 1974/1.446.)

200



JURISPRUDENCIA SOCIAL

c) Impugnación de resolución interpretativa de norma

de obligado cumplimiento

Sólo están legitimados para hacerla las Secciones económica y social que participa-

ron en la Comisión deliberante, en relación con las resoluciones interpretativas cié.

los convenios. Entonces, dice el Tribunal Supremo, esto ocurre con mayor razón

cuando se trata de ir contra resolución interpretativa de. norma de obligado cumplí'

miento, ya que esta interpretación es auténtica (la del convenio cuasi auténtica),

porque, está hecha por el propio autor de la norma. (Sentencia de 18 de maivo c;..-

10/4. '*'ef- Ar. 1074/1.630.)

d) Pdcto proiisiorail previo o convenio colectivo: irKxd'tiv.sibiháiid

La Empresa de autobuses A acuerda, en 20 de marzo de. 1967, con sus trabajadores,

en principio, unas determinadas condiciones, con la salvedad de que el nusmo no

sería firme hasta transcurridos cuatro meses, desde la entrada en vigor del aumento

del billetaje autorizado per e! Ayuntamiento, comprometiéndose los trabajadores a la

revisión, si era lesivo para los intereses de la Empresa si no se recaudaba !o .vjii-

ciente. Kl 19 de julio de 1067 la Empresa manifiesta la imposibilidad de. elevar a d e

finitivos los anteriores acuerdos provisionales por no compensarse con el aumento cj-

recaudación por tarifas de billetaje. Se siguen por la autoridad laboral los trámites

deliberantes, y ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo se dicta norma ce obli-

gado cumplimiento. En vía jurisdiccional, la Audiencia de Granada estima el recurso,

anula la norma de obligado cumplimiento y declara la validez de lo actuado hasta el

20 de marzo de. 1967, y ordena se proceda dar al convenio citado la tramitación pertí-

nente en orden a su aprobación o no. Kl Tribunal Supremo acepta la tesis central

de la Audiencia.

En ía sentencia de ésta, se dice en sustancia que la norma de obligado cumplimien-

to se debe dictar en casos previstos que deben ser interpretados restrictivamente, y

que «si literalmente se manifiesta y suscribe por ambas partes que la Empresa, tras

introducir algunas y determinadas modificaciones, aceptaba la proposición de con-

venio presentada por la representación social, es claro que no puede albergarse, duda

alguna acerca de que el concierto de voluntades había alcanzado realidad en ia vida

jurídica...». (Sentencia de 27 de abril de 1974. Ref. Ar. 1974/1.9^5.)

e) Le¡pt¡}}:ílci<hi para impufritir un convenio colectivo

Corresponde a las partes del mismo, y dice el Tribunal Supremo, que «requerirá

acuerdo unánime de la sección social o económica que tuviera carácter de parte en el

convenio". Dicho acuerdo "deberá hacerse constar (...) en acta suscrita por los interc

270



JURISPRUDENCIA SOCIAL

sados y en la que el delegado sindical certifique que les que la suscriben son tod.is.
las períonas que constituyan la parte, cuya acta se acompaña al escrito de recurso .
(Sentencia de n de marzo de 1974. Reí. Ar. 1974/1.349.)

V. C R I S I S

a) Es Je apreciación discrecional por ¡a autoridad laboral

Dice el Tribunal Supremo que la jurisprudencia (sentencias de 3 ce marzo y 13
de. abril de 1973) 'ha marcado la '.inca de reconocer a las autoridades laborales fa-
cultades discrecionales par;: contrastar los diversos y a veces contradictorios elemen-
tos de juicio aportados :;1 expediente, facultades que no deben tener otro limito
IJUÍ- una moderada ponderación en 1¿; apreciación racional de los datos da tocio orden,
económicos y sociales, que principalmente condicionan la resolución a dictar». (Senten-
cia de 7.3 de enero de 1974. Ref. Ar. 1974/56$; en análogo sentido, sentencia de 17
de abril de 1974. Ref. Ar. 1974/1.0.02.)

b) Omisión de un informe preceptivo

Dice el Tribunal Supremo que nía ausencia en el mismo (en el expediente ele cri-
sis) del informe de la Delegación de Industria, que reclamado por la autoridad laboral
no fue emitido en el plazo reglamentario concedido (110 constituye vicio), por lo que
el órgano administrativo competente (Delegación Provincial de Trabajo) impulsó de
oficio, el procedimiento con apoyo en lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 23
de la Orden ministerial de 14 de noviembre de 1961 ú preceptuar que «el transcurso
de los plazos concedidos para emitir informe implicará el cumplimiento del trámite.
(Sentencia de 14 de febrero de 1974. Ref. Ar. 1974/825.)

VI. INSPECCIÓN PÜ TRABAJO

a) Acta de infracción por descontar una Empresa ¡as cuotas
de \ú Seguridad Social

Una JRrxiprcsa descuenta las cuotas de la .Seguridad Social a los trabajadores como
resarcimiento de otras tantas satisfechas en días de inasistencia al trabajo, levantada
•Kta de infracción es confirmada, e interpuesto recurso rontencioso-administrativo, et
- nbunal Supremo lo desestima. Dice el Alto Tribunal, que el carácter tuitivo del
derecho social ha requerido la ampliación del concepto penal de tipicidad mediantc-
dtfiniciones prácticas de extenso contenido, o implicando en éste conceptos propia-
'r.ente jurídicos, como el de la existencia de un Derecho subjetivo. Sin embargo,
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stría esta una cuestión prejudicial, que sería intranscendente cuando como en este cuso
se cuestiona, no el derecho, sino e! modo como e! mismo se ejercita. De aquí !a
improcedencia del modo cómo la Empresa ejercitó ios posibles derechos indemnizato-
nos que pudieran tener. (Sentencia de ?,i do. enero de 1974. Re:'. Ar. 1974/703.)

b) Omisión Je dalos de trabajadores alaciados

^\o es causa de anulación deí acta de liquidación, cuando se ha levantado acta cíe
obstrucción 5 la Kmpresa por negarse éste a í acuitar les datos de identificación
de i,i trabajadora afectada. (Sentencia tic 1 de abril de 1974. Re!. Ar. 1974; 1.745.)

c) OíjiJi'i'óíJ del segundo apellido en acia de infracción

Según el Tribunal Supremo da consignación de! segundo apellido de los trabaja'
dores relacionados en el acta, cuando de ésta no han de derivarse derechos qu?. dircC'
tamente les afecten, se convierte en una simple referencia sin trascendencia alguna.
{Sentencia de 1 de abril de 1974. ¡<ef. Ar. 1974/1.747.)

d) Presunción de certeza de }as acias

Lac actas de la Inspección de I rabajo gozan de presunción de certeza salvo prueba
en contrario, que les confiere c! artículo 10 del Decreto de 2 de junio de 196c. (Sen-
tencia de 7 de marzo de 1974. Reí. Ar. 1974/1342).

c) Falta de depósito prerio de la ca-y.tidad controvertida

fc; Tribunal Supremo anula resolución ce ¡a Dirección General de Previsión pot
inadmisión de recurso de. alzada interpuesto por una Empresa contra resolución de Í2
autoridad de instancia confirmatoria de acta de liquidación de la Inspección de Trabajo.
Dicha inadmisión del recurso se había producido por falta del depósito previo para
recurrir, lil Tribunal Supremo estima que aunque el beneficio de pobreza no e.stá prc
visto en el Decreto de .'. de junio de 1960, si está declarado por sentencia judicial la
cualidad de pobre, es claro que esta circunstancia exime del depósito previo a con'
signar, pues de lo contrario la Jurisdicción se vería defraudada, con perjuicio irreversi'
ble >>.ii'i" el administrado. (Sentencia de 15 de febrero de 1974. Re':. Ar. 1974AS2";.)
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VII . J U R I S U I C I O N

a) Las rec'umacioncs sobre antigüedad son competencia jurisdiccional

Ki Tribunal Supremo anuía ei actuando administrativo, en el que vanos trabajadores
planteaban una cuestión sobre cómputo fie antigüedad, por entender que la misma es
de competencia jurisdiccional. (Sentencia de 3 de. abril de 1974. Reí. Ar. 1974/1.766.)

b) Es competencia jurisdiccional la reclamación sobre jornada
que lleva aparejada diferencias económicas

Varios trabajadores al amparo de! artículo i3 de i.i Ordenanza de Minas Metálicas
el;- :o de febrero de 1967, solicitan que en labores subterráneas les sea rebajada
U ¡ornada laboral de ocho a siete horas, o que la octava hora se les pague como extra-
ordinaria. I.a autoridad laboral en alzada, estima la petición, y el Tribunal Supremo
resuelve anulando el actuado administrativo por entender que en el fondo del mismo
se suscita un problema salarial entre partes del contrato, para cuyo conocimiento
M competente la Magistratura de Trabajo. (Sentencia de 16 de febrero ele 1974.
Reí. Ar. 1974/8jo; en sentido análogo, pero referido ,1 un problema de clasificación
profesional, sentencia de zf> de abril de 1974. Reí. Ar. 1974/i.yig.)

VIH. REGLAMENTACIÓN DEI. TRABAJO

a) Creación de una categoría profesiomd ÍIO prevista- en la Reglamentación
por resolución de Li Dirección General de Ordenüción del Trabado

La Compañía Iberia solicita, y obtiene, de U autoridad laboral (DGT y Minis-
terio) la creación de la categoría profesional de auxiliar femenino de tráfico con
posibilidad de desempeñar las funciones de la misma en vuelo y en tierra, y encua-
drándola genéricamente en el cuerpo general administrativo. Recurridas las resolucio-
nes, el Tribunal Supremo estima el recurso, en cuanto estima que la DGT creó con
>*sa categoría un cuerpo mixto con alteración de las normas sobre sectores, grupos y
categorías previstas en la Reglamentación de 4 de julio de 1947, con clara extralimi-
tación de funciones, ya que en la citada Reglamentación, y en su artículo ?..", sólo se
faculta para dictar cuantas disposiciones exijan la interpretación y aplicación de. )n
misma. (Sentencia de 2^ de febrero de 19/4. Ref. Ar. 1974/917.)

b) Revisión de tarifas de destajos

Se solicita de la autoridad laboral la revisión de tarifas de destajos que es dene-
gada. El Tribunal Supremo confirma la tesis administrativa, por cuanto por ía Hnipre-

27a



JURISPRUDENCIA SOCIAL

sa solicitante no se han introducido las novaciones organizativas que lo justifiquen..
De aquí que, por respeto a las condiciones más beneficiosas establecidas convencional-
mente, no precede dicha revisión que exigiría de los trabajadores un mayor esfuerzo,
sin contrapartida en la. retribución. (Sentencia de 25 de enero de 197/]. Reí. Ar. 1974/
45I-)

IX. SEGURIDAD R HIGIENE

a) Alcance de la obligación dtl empresario

Dice el Tribunal Supremo que la responsabilidad de la Empresa no se anota íaci-
litando los medios oportunos di: segundad, sir.o que cle.be obligar a los trabajadores
a que los utilicen debidamente. (Sentencia de 5 de marzo de ¡974. Ref. Ar. 1974'L^i.!.)

b) Acta de infracción que incorpora juicios técnico.'; sobre elemento;;
protectores de maquinaria

La Inspección de Trabajo levanta acta de infracción por omisión de medid.:.' drv
Seguridad e. Higiene al ocurrir un accidente de trabajo ocho meses antes. IÍI Tribuna!
Supremo anula las actuaciones administrativas y estima la inexistencia de infracción:
primero, porque dicha máquina había sido estimada como correcta por la Deíeg."c:ór;
de Industria; segundo, en base a mi informe de un ingeniero industrial, y tercero,
porque frente a estos informes rigurosamente técnicos, el inspector se apoyó en estima-
ciones- personales «formulando, por una parte, valoraciones y enjuiciamientos que. exi'
gen una pericia que no es obligado exigir al funcionario autorizante del acta de ins'
pección, ni puede presuponérsele, y por ctra parte desarrolló una labor de inveít!'
gación a base de interrogatorios referidos a hechos pretérilost. (Sentencia de i.', de
marzo de 1974. Ref. Ar. 1974 ' 1.358.)

X. SEGURIDAD SOCIAL

a) Cotización en situación de incapacidad laboral transitoria

La disposición transitoria 5/ de la Orden de 28 ed diciembre de 19Í6 y ia S.r- de-
la LSS de 21 de abril de icjGb, disponen, dice el Tribunal Supremo, que. la cotización
es obligatoria en situación de incapacidad laboral transitoria, y «ha de hacerse afectiva
no sobre la base de las prestaciones económicas percibidas por el trabajador en tai
situación {...), sino sobre !a constituida por las retribuciones computadles que eí
trabajador viniera percibiendo en el momento de producirse el accidente o la cnfe:v

medad profesional». (Sentencia de 9 de abril de 1974. Ref. Ar. 1974/'1.870.)

974.



JURtSPRUDENCU SOCIAL

b) Afiliación del persor.al al servicio del Consejo Superior
de Cámaras de Propiedad Urbana

Dice el Tribunal Supremo, confirmando Jas resoluciones administrativas aprobato-
rias de acta de liquidación levantada por la Inspección de Trabajo, que «en '.o. tocante
al derecho a la Seguridad Social del personal del Consejo Superior de Cámaras de Ir;
Propiedad Urbana, derecho y correlativa obligación para la recurrente- surgen palma-
riamente en el artículo i." de ni ley de 26 de. diciembre de 1958, al señalar que e!
personal de toda clase que sin tener la condición de funcionario público, presta serví'
cío al listado, las Corporaciones lot.i'c-.s y sus organismos autónomos en régimen ¿ie
dependencia, tendrá derecho en "las mismas condiciones que los trabajadores al servi-
cio de las Empresas privadas, z los beneücio.s át los Seguros Sociales obligatorios actual'
mentí.' existentes o que puedan establecerse•-.. (Sentencia d>: 2.1 de abril ci;.' IL>—.i.
Reí. Ar. 1974/1.919.)

c) Obligación de los Ayuntamientos de pagar la cuota
del régimen especial agrario

Se. dilucida, en primer término, si son los Tribunales económico-administrativos
competentes para conocer de las impugnaciones de las cuotas e.mpresariales dé la Segu-
ridad Social Agraria. E! Tribunal Supremo estima que. sí puesto que incorporada dicha
cuota a ¡a contribución territorial rústica y pecuaria, se trata de un acto de gestión
tributaria impugnable ante dichos Tribunales económico-administrativos.

En cuanto a¡ fondo de! asunto, la cuota empresarial agraria por tratarse de. u<*. .se-
guro obligatorio de carácter social en el que es preciso se dé el binomio empresario-
trabajador, no ha de ser satisfecha por un Ayuntamiento que. no ocupa trabajadores
por cuenta ajena, aunque detente titularidad dominical sobre montes públicos, ya que
la realización para llevar a cabo las labores de su administración corresponde por im-
perativo legal a los órganos de la Administración Forestal. (Sentencia de 8 de abril
de 1974. Kef. Ár. 1974/1.874.)

IGNACIO DUKÍ.NDEZ SÁEZ

(Departamento ái: Derecho del Trabnk;
Universidad ile Murcia)
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